Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, sala I

L., J. A. y/o A., R. C. • 14/09/2012 

TEXTO COMPLETO: 

2ª Instancia. — Buenos Aires, septiembre 14 de 2012.

Y Vistos y Considerando:

I. Llegan las presentes actuaciones a. conocimiento del Tribunal con motivo del recurso de apelación interpuesto por la defensa técnica de R. C. A., quien se haría llamar J. A. L., contra el punto dispositivo I de la resolución del a quo que obra a fs. 541/549 de la causa principal, mediante la cual decidió procesar al nombrado en orden al delito de uso de un documento falso (art. 296 CP) reiterado en al menos dos oportunidades, las que concurren realmente entre sí, y a su vez, idealmente con el delito de supresión de la identidad de un menor de 10 años (art. 139, segundo) y con el delito de falsedad ideológica (art. 293, segundo). También convirtió en prisión preventiva la detención del nombrado (art. 3.1.2 CPPN).

La defensa del encausado destacó que al momento de prestar declaración indagatoria, su asistido manifestó que su nombre era J. A. L., que había nacido en Estados Unidos y que en una oportunidad se había identificado como R. C. A., en ocasión de estar detenido en el Servicio Penitenciario, aunque en su rol de periodista para poder llevar adelante una investigación, y que eso fue lo que le impidió usar su verdadera identidad. Indicó que el juez no tuvo en consideración tales dichos y que no corroboró que efectivamente haya realizado esas tareas ni certificó su identidad a través de las autoridades estadounidenses.

A su vez, criticó que se le haya impuesto la prisión preventiva tras considerar que poseía, una rebeldía en el Juzgado Correccional siendo que ya fue revocada, mientras que no posee antecedentes penales, posee trabajo y domicilio fijo. Agregó que la pena en expectativa del delito que se le imputa no tiene entidad para justificar la imposición de una medida de suma injerencia como la dispuesta.

De otra parte, tras la convocatoria efectuada por este Tribunal, el Dr. F. D'O., Defensor ad hoc de la Defensoría Pública de Menores N° 2 ante los Tribunales Orales Criminales, se presentó en esta instancia, en representación de los intereses ele la menor afectada con los hechos investigados en esta causa, en los términos previstos en el artículo 3 de la Convención de los derechos del niño, Tras efectuar un detallado análisis de distintos elementos incorporados a la causa, entre otras cosas, sostuvo "... han sido legalmente incorporadas distintas herramientas probatorias que, valoradas en su conjunto., demuestran sin fisura alguna, que el accionar del imputado es reprochado, En definitiva, la sentencia recurrida, no sólo cuenta con la versión de la madre de la damnificada, sino que también, existen y fueron valorados correctamente, diversos aportes objetivos de tipo científico como los señalados precedentemente, entre otros.'''

Con relación a la libertad personal del imputado solicitada por la apelante agregó que considera, que existe una fuerte presunción de que el imputado intentará burlar o evadir el accionar de la justicia en caso de obtener su libertad ambulatoria. Finalmente expresó "Sin perjuicio de lo expuesto, en atención a los intereses que represento, debo solicitar en forma subsidiaria y para el hipotético caso en que el Tribunal decidiera a favor de la libertad, del procesado, se limite su libertad ambulatoria imponiéndole una medida restrictiva de acercamiento para con la menor involucrada en autos, a fin de resguardar su integridad psicofísica, sus derechos y el interés superior de la niña,"'

II. Al encausado se le imputa el haber utilizado en varias oportunidades un Documento Nacional de Identidad apócrifo N° ..., a nombre de J. A. T., siendo que el Registro Nacional de las Personas informó que dicha matrícula corresponde a la ciudadana A. A. G. (conf. fs. 233). Concretamente, tal uso se verificó el día 1° de julio de 2008, al momento de inscribir el nacimiento de su hija -cuya madre es D. N. C., querellante en esta causa-, quien recibió el nombre de A. N. L., habiendo obtenido así la partida, de nacimiento y el DNI N° ... de la menor.

A su vez, el DNI falso lo habría utilizado el 13 de mayo de 2011, al ser notificado por personal policial, de acuerdo a lo que surge de fs. 12/16 de las copias certificadas del expediente N° 27.693, del registro de la Secretaría N° 80 del Juzgado Nacional en lo Correccional N° 13 -agregadas a fs. 76/80 de esta, causa- (conf declaración indagatoria de fs. 530/532 vta.).

A los fines de acreditar la hipótesis delictiva que se investiga en autos, además de los elementos referidos; el Juez de grado valoró ío informado por el titular del Juzgado en lo Correccional N° 13 con relación a que J. A. L. en realidad resulta, ser R. C. A., DNI ..., lo cual se determinó a partir del cotejo de las fichas dactiloscópicas obrantes en la causa que tramita contra el nombrado en esa sede y las pertenecientes a R. C. A., remitidas por el Tribunal Oral en lo Criminal N° 26 (en el marco de la causa n° 1325), ya que ambas correspondieron en forma indubitable a una misma y única persona (conf, 438).

La persistencia puesta de manifiesto tanto por el encausado como por su defensa a la hora de aseverar que es titular del DNI ... y que su nombre verdadero es J. A. L., se contrapone con los elementos probatorios existentes en esta causa, a partir de los cuales, tal como se dijo más arriba, se ha logrado determinar que tales datos no le pertenecen y que en el Registro Nacional de las Personas no se registran antecedentes de identificación, a nombre de J. A. L. (conf. fs. 1.35, 232/235).

A. su vez, a diferencia, de lo que sostiene la defensa, el a quo intentó profundizar sobre los dichos del encartado relacionados con que habría efectuado trabajos de investigación en el Servicio Penitenciario, habiéndole preguntado si se lo había encargado alguna, autoridad pública respondiendo que lo hizo en forma, privada, con otros investigadores y periodistas y que eran presentados en un Juzgado Federal que no recuerda cuál era; que eso habría sucedido en el año 2004, en oportunidad de quedar detenido.

La imprecisión en el relato del encausado impiden conocer cuál sería el cauce que la defensa pretende que se otorgue a esos dichos, que, por otro lado, se enmarcan en un relato que, como se dijo, en su totalidad impide seguir con coherencia lógica la sustancia del mismo.

Tampoco encaja la certificación de identidad que la defensa pretende que se realice a través de las autoridades estadounidenses con relación al documento en cuestión, ya que la falsedad ha recaído sobre un cartular nacional.

Sentado lo expuesto, y toda vez que no han sido cuestionados el resto de los elementos de cargo que conforman la imputación del encausado cabe tener por acreditada su responsabilidad en los hechos en los términos previstos por el artículo 306 del Código de rito.

Ahora bien, cabe advertir que el a quo consideró que el accionar de A. configuraría, entre otros, el delito previsto por el artículo 139, inciso 2°, del Código Penal.

En el fallo dictado en la causa nro. 37.638 "C., S. E. y otros s/sobreseimiento" (rta. el 25/08/05), este Tribunal ha dejado expresamente asentado su criterio con relación a los extremos exigibles para que pueda darse por configurado el delito previsto por el inciso 2° del artículo 139 del Código Penal (conf. en sentido similar C.N° 37.917 “B., L. s/rta. el 24/05/06 y C.N° 39.159 "P., M. G. s/procesamiento", rta. el 19/09/06, reg. 976).

Tal como aconteció en dichos precedentes, en el caso que se examina no se advierte que se haya hecho incierto, ni se hubiera alterado o suprimido el estado civil de la menor en razón de que no se ha verificado la producción de alguna circunstancia que pueda considerarse capaz de provocar los efectos del ilícito en análisis.

Los parámetros fijados en dicha oportunidad resultan plenamente aplicables al presente. En esta causa no se ha verificado que el accionar del encartado haya provocado confusión o duda sobre la verdadera filiación de la niña.

Ello ha quedado demostrado a través de las constancias incorporadas a la causa, las cuales permiten inferir que, más allá de las desavenencias familiares que podrían haberse suscitado entre la pareja compuesta por D. N. C. y R. C. A., en ningún momento ha sido cuestionada o desconocida la filiación de la niña por parte de alguno de ellos.

El hecho de que se haya, inscripto a la recién nacida a nombre de J. A. L. no puede ser evaluado aisladamente sino dentro del marco de las circunstancias y elementos habidos en la causa.

Ricardo Núñez se refiere al Capítulo que el ordenamiento jurídico dedica a la supresión y suposición del estado civil señalando que “El Código Penal distingue aquí, a los efectos de la protección del estado civil, su posesión por las personas, de su registro público. Se la dispensa a la primera, y deja la protección del segundo para el título de los delitos contra la fe pública, capítulo de la falsificación de documentos. "("Tratado de Derecho Penal", "Tomo 10, Vol. 11, pág. 423, Marcos Lerner Editora Córdoba, Córdoba 1988).

Por su parte, Edgardo Donna, con cita de Carrara, se refiere al bien jurídico protegido señalando que “El interés de la ley es proteger el derecho que tiene toda persona a la certeza de su estado civil, por lo tanto es indispensable que la acción sea idónea para atacar ese estado civil. La usurpación de estado civil mediante invocación de su identidad (hacerse pasar por otro) no constituye este delito mientras no importe privarlos de ese estado o tornarlo incierto”. ("Derecho Penal, parte especial", Tomo II-A, pág. 73, Rubinzal - Culzoni Ed.).

También esta Cámara ha señalado: "La afectación al registro de un determinado estado civil constituye un atentado al asiento registral de ese estado, y por su naturaleza importa un delito contra la fe pública y no contra el estado civil mismo. El artículo 139, inciso 2 o del C. P. sólo es aplicable ante la afectación de la posesión del estado civil y no ante un atentado contra el registro civil "(Sala II, "Ruffo, E.", rta. el 16/02/93, reg. Nro. 9626).

En este caso, según las constancias de autos, podría afirmarse que los hechos investigados no han afectado la posesión del estado civil de la hija de C., y A..

No obstante, la atipicidad de los hechos investigados bajo las previsiones del artículo 139 del Código Penal no implica descartar la adecuación de éstos en la figura, de falsedad ideológica y uso de documento falso (ambos tipos penales señalados por el a quo en la resolución recurrida).

En razón de lo expuesto, siendo que el procesamiento apelado detalla correctamente los hechos investigados, como así también la prueba que los cimienta, será confirmado lo que allí se decide con la salvedad efectuada reden temen le en torno a la calificación. III.

A la hora de evaluar la procedencia de la prisión preventiva, el a quo consideró que existían elementos objetivos que permitían sostener que de recuperar la libertad, el encartado intentará eludir el accionar de la justicia y/o entorpecer la investigación. Ello., teniendo en, cuenta la naturaleza de los hechos que se le endilgan; la circunstancia de que baya sido declarado rebelde, tanto en ésta como en la causa que se le sigue el referido Juzgado Correccional, aun cuando en aquel fuero se dejó-sin efecto la rebeldía. El Juez consideró que si bien pudo desconocer la existencia de este proceso no ocurría lo mismo con el que tramitaba en sede Correccional -C.N° 27.693- en el cine había efectuado varias presentaciones.

Se estimó como factor de riesgo el hecho que asumiera diversas identidades tales como la de J. A. L., la de R. C. A. y la de A. A. G., destacándose que aún restarían diligencias que realizar a fin. de determinar su verdadera, identidad.

Por último, se consideró Ja posibilidad: de que, en caso de recaer condena, pudiese ser de cumplimiento efectivo.

Ahora bien, el hecho de que el encartado se hallara rebelde en otra causa no conforma un obstáculo insalvable para concederle la libertad en el marco del presente proceso, máxime teniendo en cuenta que la rebeldía decretada en la causa que se le sigue en el fuero (Correccional fue dejada sin efecto (conf. en sentido similar C.N° 47.005, "Pianetti", reg. nro, 630, ría, 26/06/12, entre otras), Tampoco puede ser un impedimento la decretada en esta causa, ya que, tal como lo expresó el a quo, pudo haber desconocido la existencia de este proceso.

A ello se suma la información recabada en el aludido Juzgado Correccional -que consta en la nota que obra a fs. 27- a partir de la cual, se dejó asentado que, en el marco de la causa iniciada el 13 de mayo de 2011 que tramita con el nro. 27.693, caratulada "L., J. A. s/inf Ley 24.270", con fecha 6 de agosto de 2012 se dictó el procesamiento sin prisión preventiva de J. A. L. o R. C. A. o A.. A. G. en orden al delito de impedimento de contacto previsto en la ley 24.270. A su vez, que el 21 de agosto de 2012 se dejaron sin efecto las prohibiciones de salida del país que pesaban sobre él y sobre su hija A.,

Sentado lo expuesto, cabe advertir que, basta el momento, no se ha podido verificar en forma fehaciente la identidad del encausado ni se han ordenado medidas en ese sentido. Esto, por cuanto si bien se ha comprobado la falsedad documenta] analizada en el considerando anterior, corresponde requerir un informe de especialidad tendiente a verificar a quién pertenecen las huellas dactilares aportadas por el imputado en esta, causa (fs. 518) a los fines de despejar cualquier duda que pudiese existir sobre la verdadera identidad del encartado.

El extremo apuntado se erige -de momento- como un impedimento esencial para revertir la posición asumida por el Juez instructor.

En tal sentido, cabe arbitrar todos los medios para conseguir en forma inmediata tal informe a fin de confirmar la identidad del imputado.

Luego, atendiendo al cambio parcial de la calificación legal que aquí se liará y de no surgir noticia alguna que haga saber de algún impedimento, corresponderá una revisión de la postura asumida, siempre atendiendo las circunstancias que rodean, este caso y especialmente, el interés superior de la niña afectada por los hechos investigados, tal como ha sido solicitado por quien la representa en esta causa.

A. su vez, deberá comunicarse de manera urgente la presente resolución al Juzgado Nacional de Primera instancia, en lo Civil N° 82, Secretaría 16 (en C.N° 56075/1.1. "C., D. N. c/ L., J. A. y/o NN s/medidas precautorias) y al juzgado Nacional en lo Correccional N° 13, Secretaría N° 80 (en C.N° 27.693 "L., J. A. s/ley 24.270) a los efectos que pudiesen corresponder y ante la eventualidad de coordinar una labor conjunta entre las distintas jurisdicciones.

En virtud de las consideraciones expuestas, se resuelve: Confirmar el punto dispositivo I de la resolución apelada, en cuanto decide decretar el procesamiento y convertir la detención en prisión preventiva de R. C. A., quien se hace llamar J. A. L. en los términos previstos por el artículo 306 del CP.P.N,, modificando parcialmente la calificación escogida por el a quo por la de falsedad ideológica en concurso ideal con uso de documento destinado a acreditar la identidad de las personas falso -reiterado en dos oportunidades- sin perjuicio de Ja que en definitiva pudiera corresponder (arts. 293 y 296 del Código Penal).

Regístrese, hágase saber con carácter urgente al Ministerio Público Fiscal y devuélvase debiendo practicarse en el juzgado de primera instancia el resto de las notificaciones y proceder de acuerdo con lo indicado en tos considerandos.

Sirva la presente de atenta nota de envío. — Eduardo Freiler. — Jorge Ballestero. — Eduardo G. Farah.
